
TEXTO SUSTITUTIVO

LEY DE REFORMA GENERAL AL MODELO TARIFARIO DE SERVICIOS 

PÚBLICOS

ARTÍCULO ÚNICO- Se reforman los artículos 3, 24, 27, 30, 31, 32, 36 de la Ley de la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (Aresep), Ley 7593, de 9 de agosto de 

1996, y sus reformas.  Para que se lean de la siguiente manera:

Artículo 3- Definiciones

Para efectos de esta ley se definen los siguientes conceptos:

a) Servicio público: el que por su importancia para el desarrollo sostenible del país 

sea calificado como tal por la Asamblea Legislativa, con el fin de sujetarlo a las 

regulaciones de esta ley.

b) Servicio al costo: Principio que determina la forma de fijar diversas tarifas, 

modelos tarifarios y los precios de los servicios públicos, de manera que se 

reconozcan únicamente los costos necesarios y eficientes para la prestación 

de  servicios  públicos  de  calidad  de  acuerdo  con  las  normas  técnicas  y 

estándares  universales  y  ambientalmente  sostenibles.  Los  costos  a  ser 

reconocidos deben valorar aspectos económicos y contables, que tomen en 

cuenta el costo de oportunidad de reconocer costos eficientes y necesarios 

para la prestación del servicio público, sobre otros elementos económicos. 

Este principio permite una retribución competitiva y garantiza el  adecuado 

desarrollo de la actividad, tomando en cuenta costos económicos y contables, 

que promuevan el  bienestar  social  en  equilibrio  entre  los  prestadores  del 

servicio y lo consumidores. Para valorar este principio en el accionar de los 

actores  regulatorios,  se  debe  relacionar  con  el  principio  de  eficiencia 

económica, reconociendo únicamente los costos eficientes y correspondientes 

a la finalidad pública perseguida. 

c) Prestador de servicio público: sujeto público o privado que presta servicios 

públicos por concesión, permiso o ley.

d) Evaluación  de  impacto  ambiental:  estudio  científico-técnico,  realizado  por 

profesionales en la materia, que permite identificar y predecir los efectos que 



producirá  un  proyecto  específico  sobre  el  ambiente,  cuantificándolo  y 

ponderándolo, para plantear una recomendación.

e) Entes  de regulación compartida:  aquellos  entes  que llevan a  cabo tareas 

complementarias al proceso de regulación de un determinado sector según el 

área de competencia que les asigna la ley, los cuales estarán sujetos a los 

criterios y metodologías con sustento técnico de la Autoridad Reguladora. En 

caso de diferencia de criterios entre estos entes, prevalecerá el criterio técnico 

de la Autoridad Reguladora.

Artículo 24- Suministro de información

Los operadores o concesionarios están obligados a actualizar y enviar, anualmente y 

por los medios que establezca el  reglamento, a la Autoridad Reguladora toda la 

información,  desglosada  y  en  los  formatos  que  establezca  el  reglamento  y  las 

resoluciones del regulador general, de los rubros de inversiones, ingresos, gastos, 

costos y cualquier otra información que sea solicitada y que sea necesaria para dicha 

fijación en el plazo y cronograma que establezca esta Autoridad, así como para poder 

valorar la calidad del servicio que se presta, la atención de quejas e investigaciones y 

el cumplimiento de todas las normas operativas.

La omisión de este mandato dará origen, ex officio y previo procedimiento sumario, 

La omisión de este mandato podrá dar origen a un procedimiento administrativo que 

podrá dar lugar a sanciones desde multas y hasta la pérdida de la concesión o el 

permiso.  El operador a quien se le cancele la concesión o el permiso no podrá ser 

seleccionado nuevamente para la prestación del servicio en un plazo de dos años.

El no suministro de información por parte de las empresas públicas o municipalidades 

se considerará un incumplimiento de deberes por parte de sus jerarcas, directivos y/o 

presidentes ejecutivos, de conformidad con el artículo 339 del Código Penal, Ley 

4573, de 4 de mayo de 1970, y sus reformas.

Artículo 27- Tramitación de quejas

La Autoridad Reguladora tramitará, investigará y resolverá cualquier queja relativa a la 

prestación de los servicios públicos regulados por esta ley. Los prestadores de los 



servicios  públicos  y  las  instituciones  públicas  están  obligados  a  brindarle  a  la 

Autoridad Reguladora la colaboración necesaria para que cumpla con esta función.

La reclamación deberá presentarse ante el propio operador o proveedor, en físico o 

por medio de correo electrónico o cualquier otro medio digital que se deberá tener 

habilitado al efecto.  El operador o proveedor deberá dar respuesta en un plazo 

máximo de diez días naturales.  En caso de resolución negativa o de ausencia de 

resolución por parte del operador o proveedor dentro del plazo anterior, el operador o 

proveedor lo elevará, de oficio a la Autoridad Reguladora, sin perjuicio de que el 

usuario o reclamante lo haga directamente.

La Autoridad Reguladora tramitará, investigará y resolverá la reclamación pertinente, 

para lo cual deberá comprobar exhaustivamente de oficio la verdad real de los hechos 

y elementos de juicio del caso.  Las pruebas deberán tramitarse sin señalamiento, 

comparecencia ni audiencia de las partes.  Se citará únicamente a quien haya de 

comparecer y se notificará solo la audiencia sobre la conclusión del trámite para 

decisión final, y esta misma.

La Autoridad Reguladora ordenará y tramitará las pruebas en la forma que crea más 

oportuna, determinará el orden, términos y plazos de los actos a realizar, así como la 

naturaleza de estos, sujeto únicamente a las limitaciones que señala la Ley General 

de la Administración Pública. Instruido el expediente se pondrá en conocimiento de los 

interesados,  con  el  objeto  de  que  en  un  plazo  máximo  de  tres  días  formulen 

conclusiones  sucintas  sobre  los  hechos  alegados,  la  prueba  producida  y  los 

fundamentos jurídicos en que apoyan sus pretensiones.

El procedimiento deberá ser concluido por acto final en el plazo de un mes, a partir de 

su iniciación, de oficio o a instancia de parte. La Autoridad Reguladora podrá optar por 

convertir en ordinario el procedimiento, por razones de complejidad e importancia de 

la materia a tratar, el cual se tramitará a la luz de lo dispuesto en los artículos 308 y  

siguientes de la Ley General de la Administración Pública.  A este efecto, deberá dar 

audiencia a las partes y obtener aprobación del regulador general.  El trámite de 

conversión no podrá durar más de seis días.



Artículo 30- Solicitud de fijación o cambios de tarifas y precios

Los  prestadores  de  servicios  públicos,  las  organizaciones  de  consumidores 

legalmente  constituidas,  las  asociaciones  de  desarrollo  comunal  legalmente 

constituidas afectadas por el servicio de que se trate y los entes y órganos públicos 

con atribución legal para ello podrán presentar solicitudes de fijación o cambios de 

tarifas.  La Autoridad Reguladora estará obligada a recibir y tramitar esas peticiones, 

cuando al presentarlas cumplan los requisitos formales que el reglamento establezca; 

en caso de no cumplir con los requisitos formales la oficina de defensa del consumidor 

de esta institución acogerá la propuesta para estudio y deberá dar respuesta en 15 

días hábiles. Esta Autoridad podrá modificar, aprobar o rechazar esas peticiones, de 

conformidad  con  el  reglamento  que  se  emita  al  efecto.   De  acuerdo  con  las 

circunstancias, las fijaciones de tarifas serán de carácter ordinario o extraordinario.

Serán  de  carácter  ordinario  aquellas  que  contemplen  los  factores  y  revisiones 

establecidas en los mecanismos tarifarios vigentes.

La Autoridad Reguladora podrá realizar, de oficio, revisiones generales para todos los 

prestadores  de  los  servicios  regulados.   Sin  embargo,  deberá  respetar  los 

lineamientos  metodológicos,  plazos  y  procedimientos  establecidos  en  los 

mecanismos tarifarios vigentes.  Estas revisiones deberán ser fundamentadas en 

criterios técnicos y científicos en cumplimiento con el principio de tarifa aplicable con 

sustento técnico.

En el caso de las fijaciones en que haya responsabilidades compartidas entre distintos 

entes públicos y que puedan implicar cambios en las condiciones operativas, el ente al 

que corresponda realizar dichos cambios operativos, de previo, deberá someterlos a 

audiencia  pública  convocada para  tal  efecto,  para  que  los  usuarios  del  servicio 

puedan opinar sobre la pertinencia de esos cambios.

La Autoridad Reguladora participará en dichas audiencias y proveerá los insumos 

técnicos y cálculos necesarios para informar a los usuarios del servicio sobre el 

impacto tarifario y consecuencias para la calidad y servicio de cada uno esos cambios 

propuestos.



La Autoridad reguladora también podrá realizar fijaciones ordinarias de oficio para 

cualquier sector regulado, cuando considere que se han dado cambios importantes en 

las variables de ese sector u operador que puedan implicar rebajas en las tarifas para 

los usuarios.

Serán fijaciones extraordinarias aquellas que consideren variaciones importantes en 

el entorno económico, por caso fortuito o fuerza mayor y cuando se cumplan las 

condiciones de los modelos automáticos de ajuste.  La Autoridad Reguladora podrá 

realizar, de oficio, esas fijaciones.

Artículo 31- Fijación de tarifas y precios

Para fijar las tarifas y los precios de los servicios públicos, la Autoridad Reguladora 

tomará en cuenta las estructuras productivas modelo para cada servicio público, 

según el desarrollo del conocimiento, la tecnología, las posibilidades del servicio, la 

actividad de que se trate, las características del mercado, el tamaño de las empresas 

prestadoras y el beneficio para los usuarios.  Si existe imposibilidad comprobada para 

aplicar este procedimiento se considerará la situación particular de cada empresa.

La  Autoridad  Reguladora  deberá  aplicar  modelos  de  fijación  o  ajuste  de  tarifas 

fundamentados en criterios técnicos.  Los modelos tarifarios podrán ser los siguientes:

a) Empresa modelo o empresa eficiente.

b) Precios de Ramsey.

c) Precios topes.

d) Precios topes por comparación.

e) Otros  modelos  mixtos  o  nuevos que demuestren producir  resultados más 

cercanos a las condiciones de operación de un mercado en libre competencia.

f) Servicio al costo o tasa de retorno.



Según lo recomiende la ciencia y la técnica, los modelos podrán combinar dos o más 

de los tipos anteriores, de conformidad con los criterios, mecanismos y parámetros 

que determine la Aresep mediante reglamento técnico.

La elección de estos modelos deberá ser fundamentada por criterios técnicos que 

armonicen el mayor beneficio para los usuarios con el equilibrio financiero de las 

entidades prestadoras del servicio público.

El  modelo  podrá tomar  en cuenta  variables  externas a  la  administración de los 

prestadores de los servicios, tales como inflación, tipos de cambio, tasas de interés, 

precios nacionales o internacionales de insumos o productos (como hidrocarburos), 

fijaciones salariales realizadas por el Poder Ejecutivo y cualquier otra variable que la 

Autoridad Reguladora considere pertinente.

En caso de que la Autoridad Reguladora, siempre bajo criterios técnicos, decida en 

determinado momento y para determinado servicio público, sustituir un modelo por 

otro, deberá hacerlo mediante resolución razonada, la cual además deberá contener 

las disposiciones necesarias para que la implementación del nuevo modelo no sea 

intempestiva, a efectos de que el o los prestadores del servicio puedan adaptarse a la 

nueva metodología.

De igual manera, al fijar las tarifas de los servicios públicos se podrán contemplar los 

siguientes aspectos y criterios cuando resulten aplicables y consistentes con los 

principios establecidos en esta ley:

i. Velar  por  condiciones  que  garanticen  la  inversión  a  largo  plazo  de  los 

operadores o concesionarios y que, a su vez, se armonicen con el beneficio de 

los usuarios; basadas en los estados financieros auditados bajo las Normas 

Internacionales  de  Información  Financiera  y  las  declaraciones  juradas  de 

impuestos. Si los modelos tarifarios resultaren en ingresos superiores a los 

requeridos para ese respeto a las condiciones que garanticen la inversión a 

largo plazo, prevalecerá lo que demuestren los estados financieros.  No se 

reconocerá ningún excedente de tarifas no requerido para lograr ese equilibrio.



Para  valorar  este  equilibrio  financiero,  la  Autoridad  Reguladora  deberá 

establecer, vía reglamento, criterios técnicos, científicos y legales, tomando en 

cuenta la eficiencia y los costos de esta, para poder determinar el costo de 

oportunidad entre garantizar la solvencia de una empresa y el beneficio para 

los usuarios.

ii. La Autoridad Reguladora no estará obligada a reconocer los esquemas de 

costos que sobrepasen las condiciones de mercado o que estén abiertamente 

descalzados con el plazo de la vida útil del proyecto respectivo.

Los  criterios  de  equidad  social,  sostenibilidad  ambiental,  conservación  de 

energía, deberán ser elementos centrales para fijar las tarifas y los precios de 

los  servicios  públicos.   Al  fijar  tarifas  se  buscará  armonizar  el  equilibrio 

financiero de las empresas, para lo cual prevalecerá el análisis de los estados 

financieros auditados y las declaraciones juradas del impuesto sobre la renta.

De igual  manera,  al  fijar  las  tarifas  de  los  servicios  públicos,  se  deberán 

contemplar  la  protección  de  los  recursos  hídricos,  costos  y  servicios 

ambientales.

Artículo 32- Costos sin considerar

No se aceptarán como costos de las empresas reguladas:

a) Las multas que les sean impuestas por incumplimiento de las obligaciones que 

establece esta ley.

b) Las erogaciones innecesarias o ajenas a la prestación del servicio público, 

incluyendo cualquier gasto o beneficio no indispensable para la prestación del 

servicio público, derivado de acuerdos entre patronos y empleados, como es el 

caso de las convenciones colectivas.

c) Las  contribuciones,  los  gastos,  las  inversiones  y  deudas  incurridas  por 

actividades ajenas a la administración, la operación o el mantenimiento de la 

actividad regulada.

d) Los  gastos  de  operación  desproporcionados  en  relación  con  los  gastos 

normales de actividades equivalentes.

e) Las inversiones rechazadas por la Autoridad Reguladora por considerarlas 

excesivas para la prestación del servicio público.



f) El valor de las facturaciones no cobradas por las empresas reguladas, con 

excepción  de  los  porcentajes  técnicamente  fijados  por  la  Autoridad 

Reguladora.

g) Las resoluciones judiciales o laudos arbitrales, que obliguen a pagar montos 

por indemnizaciones en el funcionamiento normal o anormal de la prestación 

de servicio público. Los empleados o funcionarios que resulten responsables, 

por motivos culposos o dolosos de los errores que lleven al pago de esas 

indemnizaciones se exponen a las sanciones que determine la ley, incluyendo 

responsabilidad pecuniaria.

Tampoco podrán ser considerados dentro de los costos las resoluciones judiciales 

condenatorias a la Autoridad Regulatoria.

Artículo 36- Asuntos que se someterán a audiencia pública

Para los asuntos indicados en este artículo, la Autoridad Reguladora convocará a 

audiencia, en la que podrán participar las personas que tengan interés legítimo para 

manifestarse, de manera presencial o digital.

Con ese fin, la Autoridad Reguladora ordenará publicar en el diario oficial La Gaceta, 

así como en su página web y en cualquier otro medio que considere razonable para 

una adecuada difusión, los asuntos que se enumeran a continuación:

a) Las solicitudes para la fijación ordinaria de tarifas y precios de los servicios 

públicos. Cuando se haya realizado una audiencia pública previa para definir 

los cambios en las condiciones operativas del servicio.  Para la presentación de 

cambios, objeciones o coadyuvancias, se realizarán por escrito, incluyendo 

medios electrónicos, hasta 24 horas antes de la fecha y hora señaladas.

b) Las solicitudes de autorización de generación de fuerza eléctrica de acuerdo 

con la Ley N.° 7200, de 28 de setiembre de 1990, reformada por la Ley N.° 

7508, de 9 de mayo de 1995.

c) La formulación y revisión de las normas señaladas en el artículo 25.

d) La formulación o revisión de los modelos de fijación de precios y tarifas, de 

conformidad con el artículo 31 de la presente ley.



Para estos casos, todo aquel que tenga interés legítimo podrá presentar su oposición 

o coadyuvancia, por escrito o en forma oral, de manera presencial o de manera digital. 

El día de la audiencia se garantizará una participación de los interesados legítimos 

mediante medios digitales habilitados al  efecto.   Al  darse dicha participación se 

deberá consignar el lugar exacto, el número de fax o correo electrónico, para efectos 

de notificación por parte de la Aresep.  En dicha audiencia, el interesado deberá 

exponer las razones de hecho y de derecho que considere pertinentes, de manera 

presencial o virtual.

La audiencia se convocará una vez admitida la petición y si se han cumplido los 

requisitos  formales que establece el  ordenamiento jurídico.  Para este efecto,  se 

publicará un extracto en el diario oficial La Gaceta y en dos periódicos de circulación 

nacional,  con  veinte  (20)  días  naturales  de  anticipación  a  la  celebración  de  la 

audiencia.

Los acuerdos que se tomen en audiencias públicas realizadas de previo por los entes 

con regulación compartida, para definir parámetros operativos del respectivo servicio 

público serán revisados por la Autoridad Reguladora y para apartarse de ellos deberá 

emitir  una resolución razonada.  El  cuórum para la realización de una audiencia 

pública convocada para este fin será de un mínimo de cien usuarios, en primera 

convocatoria o cincuenta en segunda convocatoria.  Las decisiones se tomarán por 

mayoría simple de los participantes debidamente acreditados.  La no realización de 

esas audiencias será motivo de nulidad para todo el procedimiento.

Tratándose de una actuación de oficio de la Autoridad Reguladora, se observará el 

mismo procedimiento.

Para  los  efectos  de  legitimación  por  interés  colectivo,  las  personas  jurídicas 

organizadas bajo la forma asociativa y cuyo objeto sea la defensa de los derechos de 

los consumidores o de los usuarios, podrán registrarse ante la Autoridad Reguladora 

para actuar en defensa de ellos, como parte opositora, siempre y cuando el trámite de 

la petición tarifaria tenga relación con su objeto.  Asimismo, estarán legitimadas las 

asociaciones de desarrollo comunal u otras organizaciones sociales que tengan por 

objeto la defensa de los derechos e intereses legítimos de sus asociados.



Las  personas  que  estén  interesadas  en  interponer  una  oposición  con  estudios 

técnicos y no cuenten con los recursos económicos necesarios para tales efectos 

podrán solicitar a la Aresep la asignación de un perito técnico o profesional que esté 

debidamente acreditado ante este ente, para que realice dicha labor.  Esto estará a 

cargo  del  presupuesto  de  la  Autoridad  Reguladora.  Asimismo,  se  faculta  a  la 

Autoridad  Reguladora  de  los  Servicios  Públicos  para  que  establezca  oficinas 

regionales en otras zonas del país, conforme a sus posibilidades y necesidades.

(…).

TRANSITORIO ÚNICO- En un plazo de un año posterior a la entrada en vigencia de 

esta ley, la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos revisará los modelos 

tarifarios vigentes de todos los servicios regulados en su ámbito de competencias, 

procurando actualizarlos por aquellos que no estimulen la ineficiencia ni pérdida de 

calidad, de modo que no se basen únicamente en sumatoria de costos.

En este plazo, mediante resolución fundada con criterios técnicos y legales, deberá 

establecer si mantiene el modelo tarifario o establece uno nuevo, tomando en cuenta 

el equilibrio financiero antes definido y el mayor beneficio para los usuarios.

Rige a partir de su publicación. 

Silvia Hernández Sánchez

Diputada


